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A la altura de 1830, la independencia americana era un hecho irreversi-
ble. Cuba era la colonia más importante que se mantenía bajo dominio 
español. La pérdida de influencia en uno de los continentes más ricos del 
planeta coincidió con la fase de afianzamiento del liberalismo político y 
económico en la península y marcó la entrada de España en el siglo XIX 
como una potencia colonial de segundo orden. 
Según la historiografía que se ha ocupado del tema, el rasgo más sobre-
saliente que caracterizaría a partir de entonces la actuación española sería el 
de la inexistencia de un colonialismo de signo moderno y/o capitalista. Esta 
ausencia estaría en consonancia con la falta de desarrollo económico del 
país, en comparación con otras potencias más adelantadas, como Gran 
Bretaña'. El fracaso español al no aplicar un coloniaüsmo semejante al de 
las principales potencias, que emprenden en esos años la revolución indus-
trial, estaría ejemplificado en el caso cubano. Durante el siglo XIX, las rela-
ciones entre Cuba y España fueron atípicas, en el sentido de que ni una ni 
otra eran, respectivamente, una colonia y una metrópoli al uso. Es decir, ni 
España tuvo el monopoho del comercio urbano, ni los productos de la 
Gran Antilla se transportaban en barcos españoles. Por si esto fuera poco, 
la isla de Cuba disfrutaba, además, de un sistema monetario y de un sistema 
de medidas distinto al español. La conclusión sería, por tanto, la configura-
ción de Cuba como una colonia política, puesto que su economía exporta-
dora no dependía de su metrópoli, sino del mercado norteamericano^. 
Aunque estas características, que sólo se refieren al análisis de un único 
territorio colonial, pueden servir para explicar en líneas generales la singu-
laridad de la práctica colonial española respecto a otros sistemas de coloni-
zación, resultan, sin embargo, insuficientes para esclarecer otros fenómenos 
que guardan igualmente relación con la cuestión colonial. Si Cuba no fue 
' R. Mesa (1967); M. V. López Cordón (1981), pp. 881-902; M. D. Vela y L. Amaro 
(1985), pp. 229-255; M. Moreno Fraginals, F. Moya Pons y S. S. Engerman (eds.) (1983). 
^ M. Moreno Fraginals (1978), csp. vol. II; M. Moreno Fraginals (1986), pp. 125-133. 
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una colonia al uso, por qué entonces los sectores dominantes de la Gran 
Antilla aceptaron el tutelaje español durante buena parte de la centuria 
anterior sin unirse al movimiento independentista de principio de siglo; o, 
lo que también era importante, si España no ejerció como una metrópoli de 
signo capitalista y/o moderno, por qué su empeño en mantener la isla bajo su 
dominio, a pesar de no obtener los beneficios de una relación puramente 
colonial. 
Para responder a la primera cuestión, numerosos historiadores han 
explicado la ausencia de adhesión de las colonias del Caribe a la indepen-
dencia americana por el miedo al potencial revolucionario que en estas 
sociedades representaba la presencia del esclavo y a la posible propagación 
a todas las Antillas de la revolución negra de Haití^. Sin duda, las clases 
dominantes de la zona encontraron un freno evidente a sus aspiraciones de 
independencia y a la formación de una conciencia nacional en la existencia 
misma de la esclavitud''. 
La respuesta al segundo interrogante exige, por su parte, una revisión 
de los planteamientos que hasta ahora se han manejado sobre la supuesta 
incapacidad española de practicar un colonialismo capitalista'^ y entra de He-
no en los objetivos de este trabajo. Por eso, estas páginas no pretenden rea-
lizar un repaso ni definir los elementos más sobresalientes de la actuación 
colonial española durante el siglo anterior. Mi interés es mucho más 
modesto. El objetivo principal es el de desvelar la relación que tuvo la 
Hacienda con la política colonial en el período considerado como crucial 
para el fracaso del absolutismo y el asentamiento del liberalismo; lo que 
puede ayudar a entender la configuración de España como una potencia 
colonial con unos rasgos definidos y claramente diferenciados respecto a la 
acción colonial de otras potencias. 
Durante la década de 1830, la acción liberal española propició, median-
te la implantación de la desvinculación, la ley de señoríos y la desamortiza-
ción, una serie de cambios que marcaron el establecimiento paulatino del 
régimen de propiedad capitalista en la península^. A esta importante trans-
formación no iba a ser ajena la cuestión colonial, que pronto mereció la 
atención política de los liberales más destacados. Así, coincidiendo con el 
inicio de una nueva era de las relaciones sociales dentro del marco capitalis-
ta, también se dieron una serie de retoques que afectaron a la política colo-
nial y, muy especialmente, a las relaciones entre Cuba y su metrópoli. 
^ R. Cepero Bonilla (1976); M. González (1985); J. Maluqutr de Motes (1986); 
A. Morales Carrión (1983). 
" C. Saiz Pastor (1986). 
* Una primera aproximación a estas cuestiones, en C. Saiz Pastor (1988), pp. 651-655. 
' Sobre la importancia de estas medidas, véase J. Fontana (1977). 
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La reestructuración colonial consistió en consolidar el poder español en 
la isla de Cuba, mediante la continuidad en la colonia de un régimen militar 
y autoritario y el reforzamiento de las atribuciones de los capitanes genera-
les. Pese a la oposición de los grupos criollos más influyentes, especialmen-
te durante el mando del general Tacón, esta política es imparable tras el 
fracaso del levantamiento en la isla del general Lorenzo, que pretendía asi-
milar a la colonia al régimen constitucional metropolitano. Este proceso 
culmina en 1837, cuando las Cortes españolas, constituidas después del 
levantamiento progresista de La Granja, deciden suprimir la asimilación 
política de los territorios de Ultramar con la península. Así se reconocía en 
un artículo adicional de la Constitución de 1837: las colonias debían regirse 
por leyes especiales. La realidad, sin embargo, fue otra. Las leyes nunca se 
promulgaron, pero su promesa siempre se mantuvo en los diferentes textos 
constitucionales hasta 1868'. 
Este aplazamiento dejaba, deliberadamente o no, un vacío legislativo 
que consolidó el régimen militar, representado en la figura del capitán 
general. La máxima autoridad colonial era la encargada de mantener el 
orden y la tranquilidad; pero, sobre todo, de velar por la contribución 
financiera de la colonia a una metrópoli exhausta en recursos económicos e 
inmersa en una guerra civil a la que hacer frente. Así lo había dejado paten-
te Mendizábal, como ministro de Hacienda, en un ardoroso discurso pro-
nunciado en las Cortes en 1837: 
«Es menester, no perder de vista que hace unos quince o veinte 
años eran materialmente una carga para la madre Patria la isla 
de Cuba, la de Puerto Rico y las Filipinas. Doce millones se 
enviaban de Nueva España para La Habana o isla de Cuba, cua-
tro para Filipinas y seis para Puerto Rico: y en el año anterior esas 
mismas posesiones han contribuido a sostener la lucha y en el año pre-
sente es de esperar que contribuyan con otra igual cantidad. Yo recor-
daría esto con amargura... el que dentro de dos o tres años no 
pudiese contar la madre Patria con estos recursos considerables, 
con que hoy contribuyen a aquellos países al alivio de sus nece-
sidades»**. 
Las palabras de Mendizábal eran harto elocuentes. Los restos del Impe-
rio colonial debían servir para consolidar el liberalismo en la península. En 
este sentido, no existía ninguna duda sobre la utilización metropolitana de 
los recursos públicos de los territorios coloniales. 
^ Un desarrollo pormenorizado de estos temas, en mi tesis doctoral. C. Sai:z Pastor 
(1990). 
* DSCD, Legislatura 1836-1837. 25 de marzo de 1837. El subrayado es nuestro. 
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1. FISCALIDAD Y CRECIMIENTO ECONÓMICO: 
LA INTEGRACIÓN CUBANA EN LA ÓRBITA ESPAÑOLA 
Desde 1815 a 1819, la Gran Antilla atravesó uno de los períodos más 
florecientes de su economía. A la par que la isla acogía un número mayor 
de mano de obra esclava, la creciente demanda de azúcar y café en el mer-
cado internacional, animada por la coyuntura internacional de paz europea 
y anglonorteamericana, colocó a la colonia en una situación excepcional. 
Los reales decretos de 1817 y 1818 liquidando el estanco del tabaco y esta-
bleciendo el libre comercio con el extranjero, junto a la real cédula sobre 
realengos y baldíos que ratificaba a los hacendados el pleno disfrute bur-
gués sobre la tierra, no sólo consolidaron el poder ascendente de la saca-
rocracia criolla, sino que sancionaron la unión entre la clase dominante 
cubana y las clases privilegiadas que sustentaban el Antiguo Régimen en 
España'. 
Esta situación de auge económico necesariamente repercutió en un alza 
de los ingresos fiscales. No en vano, a comienzos del siglo XIX, el sistema 
tributario de la isla de Cuba se sostenía gracias a los impuestos indirectos. 
Del conjunto de rentas y contribuciones eran los llamados ramos de aduana 
de mar o rentas marítimas, impuestos sobre la exportación e importación y 
CUADRO 1 
Ingresos de la Hacienda cubana desde 1814 a 1823 
(Pesos fuertes) 
Años Ingresos Núm. índice 
1814 2.430.693 100 
1815 3.420.127 140 
1816 2.772.345 114 
1817 3.128.338 128 
1818 3.839.286 157 
1819 4.105.355 168 
1820 3.491.540 143 
1821 3.330.168 137 
1822 4.411.989 181 
1823 4.221.593 173 
1824 5.034.659 207 
1825 5.722.198 235 
F U E N T E : R. de la Sagra (1831). 
'' M. Moreno Fraginals (1978), vol. II, p. 133. 
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sobre el consumo, la principal fuente de ingresos de la Hacienda colonial. 
Obviamente, si la fiscalidad cubana recaía sobre el comercio exterior, la 
pujanza económica tuvo su paralelo en un aumento de los ingresos fiscales. 
Este crecimiento se advierte principalmente a partir de 1822, precisamente 
cuando los intereses librecambistas coloniales terminaron por admitir la 
política proteccionista de las Cortes del Trienio, pero aceptando un régi-
men arancelario particular decidido por la Diputación Provincial de La 
Habana, Ayuntamiento, Consulado y Junta Económica, sobre la base del 
derecho diferencial de bandera ya establecido por la metrópoli'". 
Con la invasión de la península de los «Cien Mil Hijos de San Luis» y la 
instauración del absolutismo, todo parecía indicar que Fernando VII iba a 
restituir a la colonia las libertades comerciales anteriores a las reformas 
proteccionistas decretadas por las Cortes liberales. Pero el proyecto de 
reconquista americano, tenazmente defendido por la Monarquía Absoluta, 
requería ante todo nuevos recursos para financiar sus campañas en el exte-
rior, y los aranceles proteccionistas se estaban revelando como una fuente 
importante de ingresos para el fisco. Sin duda, el aumento de gastos milita-
res, que aún debían acrecentarse con la llegada de nuevas tropas desde la 
península, y la situación financiera de la isla, al arrastrar sus Cajas un déficit 
de alrededor del millón y medio de pesos", favorecieron la decisión de la 
Monarquía de mantener las medidas proteccionistas, aunque ligeramente 
modificadas. 
Con la llegada, en 1825, de Claudio Martínez de Pinillos, conde de 
Villanueva, a la Intendencia de Hacienda de La Habana, y conservados los 
aranceles proteccionistas, se experimentó un notable incremento de los 
ingresos fiscales. En 1826, el conde de Villanueva aumentaba en un 40 por 
100 la recaudación fiscal con respecto al ejercicio económico anterior. En 
1828, los ingresos superaron los 9 millones de pesos, lo que suponía un 
aumento del 60 por 100 sobre la recaudación de 1825. Durante la década 
de 1830 esta tendencia se estabilizó, hasta superar con el cambio de década 
la cifra de 11 millones de pesos. 
Sin duda, la gestión de Pinillos al frente de la Intendencia arrojaba un 
saldo claramente favorable a los intereses metropolitanos. Los gastos de la 
Hacienda colonial, entre los que sobresalía el aprovisionamiento del ejérci-
to español guarnecido en la isla y los numerosos egresos de la Marina real, 
empeñada en sus incursiones de reconquista al continente americano, se 
cubrieron en su totalidad. Las remisiones de fondos a la península, también Ua-
'" Para un análisis del cnfrcntamicnto en las Cortes del Trienio entre los representantes 
de los intereses librecambistas de la isla y los defensores del proteccionismo peninsular, 
véase M. Moreno Fraginals (1978), vol. II, pp. 134-135. 
" R. de la Sagra (1836). 
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mados sobrantes de Ultramar, entre 1827 y 1829 superaban la cifra de dos 
millones y medio de pesos fuertes. Se pasaba así de representar por este 
último concepto un 1 por 100 de los gastos, en 1826, a un 15 por 100 sólo 
un año después. Esta tendencia se manifiesta más claramente a partir de 
1834-1835, cuando las necesidades presupuestarias del Estado español y los 
desembolsos de la guerra carlista provocaron un aumento espectacular del 
capítulo de sobrantes. 
La utilización de los recursos públicos de la colonia, hábilmente admi-
nistrados por PiniUos, junto a la política practicada por el capitán general 
de la isla, Dionisio Vives, representante en la colonia del poder absoluto y 
valedor, al igual que el conde de Villanueva, de los intereses de hacendados 
y traficantes negreros^^, fue lo que introdujo durante los últimos años del 
absolutismo un componente de estabilidad en las relaciones colonia-metró-
poli. 
Durante los primeros gobiernos liberales siguió la tónica de los buenos 
resultados fiscales. Los ingresos se mantuvieron y la distribución de los gas-
tos fue prácticamente la misma que en la época anterior; a excepción de la 
bajada que experimentó a partir de 1831 el capítulo de Marina, como resul-
tado del fracaso y el abandono de los planes de reconquista del absolutis-
mo. Estos exitosos resultados no se debieron, sin embargo, a un cambio de 
orientación impositiva. La «reforma» de Pinillos, si así se puede calificar, no 
pasó de un mero reajuste puntual para agilizar la marcha de la administra-
ción fiscal de la isla, a través de la remodelación del sistema de contabili-
dad. Por el contrario, el sistema impositivo no varió. Los derechos marítimos 
o de Aduanas fueron, durante mucho tiempo, el principal capítulo de los 
ingresos del erario cubano, sin experimentarse en el resto de las rentas nin-
gún cambio sustancial. 
Dependientes las oficinas recaudadoras del tráfico mercantil, la reforma 
y revisión de los aranceles se presentó no sólo como acicate al fomento del 
comercio, sino también como el medio más adecuado de acrecentar los 
ingresos del fisco. Lejos de suponer una merma de los derechos de Aduanas, 
la rebaja arancelaria defendida por el anterior intendente, Arango y Parre-
ño, y practicada por el conde de Villanueva, significó un aumento de la 
recaudación. Esto tuvo su paralelo también en una mayor atracción a los 
puertos cubanos de los buques extranjeros y en una protección particular al 
comercio nacional, que revitalizó su marina mercante'-^. 
En líneas generales, y tras la política proteccionista inaugurada por las 
Cortes del Trienio y mantenida con retoques por el absolutismo, quedaban 
prácticamente establecidos los derechos aduaneros que habían de regir en 
'^  J. Luciano Franco (1980), pp. 320-321. 
" R. de la Sagra (1836). • 
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Cuba hasta mediados de siglo. Mientras que a los artículos de exportación, 
como el café y el cacao, se les aplicaban derechos ad valorem del 6,25 por 
100, y otros, como el aguardiente de caña, pagaban 4 reales la pipa, en el 
caso de la importación se establecían cuatro tarifas diferentes según fueran 
productos nacionales en buques nacionales, productos extranjeros en 
buques nacionales, productos extranjeros en buques nacionales desde puer-
to español y productos extranjeros en buques extranjeros; todos ellos con 
tipos de derechos ad valorem mucho más reducidos que los hasta ese 
momento vigentes y que iban desde el 10 al 27 por 100^''. 
La implantación en la colonia de una legislación aduanera proteccionis-
ta se articuló a través de dos objetivos: la configuración del m&rcado cuba-
no como una extensión del mercado nacional y la rentabilidad y utilización 
de los recursos fiscales de la colonia, que se obtenían principalmente de los 
derechos aduaneros. Esto es, la vigencia con retoques de estos aranceles y la 
instauración, a partir de 1830, de un nuevo arancel que gravaba la intro-
ducción de harinas, hasta ese momento bajo el monopolio de las concesio-
nes reales, supuso la utilización de un doble mecanismo de integración del 
mercado nacional y de utilidad fiscal al servicio de las necesidades financie-
ras y políticas de la metrópoli. 
El papel desempeñado por el mercado cubano en el proceso de asenta-
miento del capitalismo español es un elemento esencial en las relaciones de 
dependencia colonial. Las condiciones establecidas en la isla por una legisla-
ción aduanera proteccionista representaron en la práctica la.configuración 
de las Antillas como un mercado reservado a los productos metropolitanos, 
entre los que destacaban la harina y los vinos'^. Era, sin duda, la aportación 
colonial a la integración del mercado interior, aunque su articulación signi-
ficara un intercambio desigual a favor de los productos españoles. 
En cuanto a la segunda cuestión que es objeto de estas páginas, el ins-
trumento de utilidad fiscal que significaba la aplicación de un determinado 
régimen arancelario, convirtió a la colonia desde la década de 1830 en un 
recurso al que acudir para paliar la preocupante situación del tesoro metro-
politano. La utilización de las Cajas de La Habana significó, en la práctica, 
la implantación en la colonia de un régimen arancelario al servicio de las 
necesidades presupuestarias del Estado liberal; aunque su saldo no signifi-
cara la panacea a los problemas presupuestarios peninsulares. 
'" J. le Rivcrend (1985), p. 218. 
" J. Maluquer de Motes (1974); R. Garrabou y J. Sanz (1985), pp. 7-191. 
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2. LAS NECESIDADES PRESUPUESTARIAS 
DEL ESTADO LIBERAL Y LA UTILIZACIÓN 
DE LA HACIENDA COLONIAL 
Después de la proclamación de independencia de los territorios ameri-
canos, al antiguo Imperio sólo sobrevivieron las islas de Cuba, Puerto Rico 
y Filipinas, además de algunas escasas posesiones. Este saldo significaba el 
desmoronamiento definitivo del Antiguo Régimen y el fin del Imperio en 
que tanto se había hipotecado el absolutismo^^. A los problemas de debili-
dad territorial en el exterior se unieron entonces las difíciles circunstancias 
internas, que a la muerte de Fernando VII desencadenaron la primera gue-
rra carlista. El importante déficit fiscal que padecía la Hacienda española 
empeoraba la situación del país al carecer el Estado de una fuente estable 
de recursos para hacer frente a la guerra. 
A la altura de la década de 1830, la situación real de la Hacienda metro-
politana era insostenible. La insuficiencia de los ingresos y el aumento de 
los gastos presupuestarios, agravados por los desembolsos de la guerra, 
dejaban al descubierto la necesidad imperiosa de una reforma fiscal. Esta 
situación obligó a los sucesivos gobiernos a solventar, en parte, sus apuros 
presupuestarios recurriendo a continuas «contribuciones extraordinarias» y 
a ruinosos contratos de anticipación de fondos, que contribuyeron aún más 
a aumentar el déficit fiscaP^. 
Las rentas coloniales no fueron ajenas a este tipo de operaciones. En 
ambos casos, el tesoro metropolitano se sirvió de los recursos públicos de 
Ultramar tanto para concertar operaciones de crédito con particulares 
como para allegarse fondos a través del procedimiento de una contribución 
extraordinaria y obligatoria de guerra. Estas soluciones reafirmaban el 
recurso al crédito, tan característico de la España decimonónica, para 
solventar el problema fiscal; aunque su incapacidad para resolverlo queda 
manifiesta a lo largo del siglo. 
La anticipación de fondos a través de contratos con particulares fue una 
práctica común y reiterada de los distintos gobiernos liberales. El mecanis-
mo de estas operaciones, que ya fue apuntado por Fontana, se negociaba en 
condiciones muy desfavorables para el Estado, permitía obtener ai contra-
tista un beneficio altísimo en un plazo muy corto de tiempo y, además, 
provocaba un aumento de la deuda emitida para dar garantía a los presta-
mistas'**. Sin embargo, este tipo de contratos también se negociaba en 
libranzas sobre Ultramar que el gobierno otorgaba a los suscriptores en 
"* J. Fontana (1986). 
'^ J. Fontana (1974); K Comín (1988), vol. I, pp. 83-260. 
'* J. Fontana (1974), pp. 233-235. 
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pago de la operación de adelanto. Esta modalidad llevaba consigo una alta 
rentabilidad, ya que, por razón de cambio, en el caso de las letras de La 
Habana se añadía un beneficio del 18 por 100, además del 6 por 100 de 
interés anual en caso de demora. 
El traslado masivo de libramientos a Ultramar, que coincide con el ini-
cio de la guerra carlista, se intensificó a partir de 1836-1837 con el empeo-
ramiento de los problemas presupuestarios nacionales. A la vez que el capí-
tulo de sobrantes o cantidades remitidas a la península experimentaba un alza 
espectacular en los gastos del erario cubano, sobre las Cajas de La Habana 
comenzaron a amontonarse las libranzas pendientes de pago. Para realizar 
estas gestiones, el tesoro peninsular contaba en la colonia con el'intendente 
de Hacienda, Claudio Martínez de Pinillos, el responsable de que determi-
nados pagos se efectuaran con regularidad y prontitud, pese a que, como 
había reconocido el ministro de Hacienda, Pío Pita Pizarro, «los giros sobre 
Ultramar son muy superiores a los rendimientos ordinarios de aquellas 
provincias»'^. 
A pesar de esta realidad, lo cierto es que la delicada situación de las 
finanzas españolas propiciaba la práctica de estas operaciones. El traslado a 
Ultramar de una parte de las obligaciones que la Hacienda peninsular era 
incapaz de cubrir^" se realizaba gracias a la garantía que representaban las 
Haciendas coloniales en la suscripción de operaciones de crédito con ban-
queros y/o comerciantes españoles, algunos de ellos agentes de intereses 
extranjeros. No en vano estos negocios eran los preferidos por Daniel 
WeisweiUer, representante de los Rothschild en Madrid, y por otros ban-
queros y hombres de negocios de la época, bien relacionados con el poder, 
como era el caso de Manuel Gaviria. 
Durante el período que ocupó el cargo de tesorero de la Casa Real 
(1837-1840), Manuel Gaviria concertó varios convenios de este tipo con el 
agente de los Rothschild. La alianza de WeisweiUer con Gaviria se sustenta-
ba en la influencia que el segundo tenía sobre la regente, María Cristina, y 
en la presión que ésta podía ejercer sobre el conde de ViUanueva para agili-
zar el pago de determinadas libranzas de La Habana. De aquí salían doble-
mente beneficiados, por un lado, los Rothschild, que, tras rechazar la idea 
de un empréstito en regla, optaban a través de su agente por el sencillo 
negocio de anticipos sobre los ingresos corrientes y extraordinarios de la 
isla de Cuba, y, por otro lado, Gaviria, que, gracias a la influencia de su car-
go, ingresaba directamente en la cuenta que mantenía en la casa de banca 
'*' ACD, Serie General, Expedientes, Itg. 80, cxp. 22. 
"^ Un ejemplo de esta situación es el traslado, en 1838, de la asignación anual de 12 mi-
llones de reales de la reina María Cristina desde la Dirección General del Tesoro peninsular 
a las Cajas de La Habana. Un análisis detallado, en mi tesis doctoral. C. Saiz Pastor (1990). 
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Rothschild, de Londres, los beneficios que procedían de la negociación de 
libranzas sobre Ultramar^'. 
Finalizada la guerra carlista, el recurso a los anticipos continuó. Procla-
mado Espartero tras los acontecimientos de septiembre de 1840 y exiliada 
María Cristina, los problemas pendientes de la Hacienda española acentua-
ron las necesidades de financiación del nuevo gobierno. 
La suscripción nacional de 50 millones de reales sobre las Cajas de La 
Habana, que suponía un importe de 41 millones de reales realizada la ope-
ración del 18 por 100 en razón del cambio, demostraba que se seguían utili-
zando los procedimientos habituales para intentar solucionar el problema 
presupuestario. Según las condiciones del anticipo, los suscriptores entre-
gaban al Estado sólo una sexta parte en metálico y al contado, y el resto en 
pagarés a favor del tesoro que las autoridades podían negociar con un inte-
rés del 6 por 100 anual. En pago de las cuotas, los contratistas obtenían 
letras sobre las Cajas de La Habana a vencimientos fijos sobre un total de 
veinticuatro. Se abonaba, además, sobre el importe de las referidas libran-
zas el 18 por 100 en razón del cambio y un interés anual del 6 por 100^^. 
Los principales hombres de negocios de la Corte y de otras ciudades 
dispensaron una favorable acogida a esta operación. La lista de suscriptores 
demuestra que eran personajes que contaban con buenos contactos y/o 
gran influencia política, como lo ejemplifica la diversidad de destacados 
elementos adscritos a las dos corrientes políticas principales del momento, 
el moderantismo y el progresismo'-^. Estos hombres no dudaron en participar 
en un negocio que se prometía rentable gracias a la garantía de las rentas 
coloniales. No en vano, y para atraerse a los inversionistas, la Regencia de 
Espartero utilizó el crédito que suponían los 21 millones de reales anuales a 
que ascendían las asignaciones de las dos reinas, satisfechas hasta entonces 
por las Cajas de La Habana y que a partir de esa fecha quedaban suspen-
sas '^*. El resultado fue el esperado. Mientras que el giro de libramientos a 
La Habana sobre el denominado fondo de asignaciones tenía una alta amor-
tización, en el caso de las letras giradas sobre las rentas ordinarias de la isla 
^' AHN, Hacienda, leg. 3892. Sobre k relación entre Weisweiller y Gaviria, véase A. de 
Otazu (1987), pp. 52-54, 61 y 93. 
22 AHN, Hacienda, leg. 3892. 
2' En la lista de suscriptoíes destacan José Safont, José de Salamanca, José Casáis y 
Remisa, Juan Alvarez Mendizábal y el mismo Baldomcro Espartero. De este conjunto no 
faltaban otros nombres ligados a los anteriores gobiernos, como era el caso de Gaviria, y los 
mismos Rothschild, a través de su apoderado Weisweiller. Véase C. Saiz Pastor (1990). 
2'' Durante la Regencia de Espartero, la pensión de la reina madre, María Cristina, que-
dó en suspenso hasta la vuelta al poder de ios moderados, en 1844. En el caso de la asigna-
ción de Isabel II, no se suprmiió, sino que pasó a depender de los presupuestos del Tesoro 
metropolitano. 
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los pagos se retrasaban considerablemente^^. Esto demostraba la oportuni-
dad de algunos personajes, como los Rothschild, de seleccionar su partici-
pación en determinadas operaciones de crédito. 
En cualquier caso, a comienzos de la década de 1840, el pago de los 
anticipos contratados sobre libranzas de La Habana comenzó a sufrir fuer-
tes retrasos. A pesar de que en 1840 las oficinas fiscales de la isla recauda-
ban la mayor cifra de su historia —11.669.402 pesos—, unos pocos meses 
después, la Tesorería General de la isla se encontraba sin un real y con el 
descubierto de más de 10 millones de pesos en letras del Estado^''. 
Estos datos no significaban que la situación fiscal de la colonia hubiese 
experimentado un cambio radical con el relevo en la Intendencia de Clau-
dio Martínez de Pinillos y su sustitución, en septiembre de 1841, por Anto-
nio Larrúa^^; antes bien, demostraban el empeoramiento de una situación 
de la que era directamente responsable el antiguo intendente de Hacienda. 
La política del conde de ViUanueva había sido la de aceptar desde el princi-
pio todas las libranzas que se giraban desde Madrid a las Cajas de la isla. 
Estas letras de cambio no eran, por tanto, protestadas por las autoridades 
fiscales de la colonia, pero tampoco se pagaban por riguroso turno de 
expedición, sino más bien siguiendo las órdenes, en algunos casos oficiosas, 
que se indicaban desde Madrid. A la larga, esto desalentaba a muchos 
prestamistas, pero sobre todo suponía un coste mayor sobre el Tesoro 
colonial, que tenía que pagar los intereses de demora. Las reiteradas quejas 
de algunos tenedores de libranzas de La Habana y las órdenes que desde el 
Ministerio de Hacienda se dictaron para que se respetase la antigüedad en 
el turno de pago no sirvieron para mejorar este estado de cosas^*. 
El endeudamiento de la Hacienda colonial a través de este procedi-
miento fue imparable. En septiembre de 1843, y a consecuencia de la caída 
del regente en la península, Pinillos volvía a desempeñar la Intendencia de 
Hacienda. No por casuahdad, en octubre de ese mismo año, el conde de 
ViUanueva se hacía cargo de un nuevo servicio especial de 24 millones de rea-
les en libranzas sobre las Cajas de La Habana al cambio del 18 y el 6 por 
100 de interés anual. El compromiso de Martínez de Pinillos con las nuevas 
autoridades quedaba patente cuando informaba que, pese a quedar pen-
^^ AHN, Ultramar, Icg. 630. 
^^ «Informe del Intendente Larrúa a su llegada a la isla de Cuba sobre el estado de sus 
Cajas» (1841), AHN, Ultramar, leg. 625. 
^^  Claudio Martínez de Pinillos, conde de ViUanueva, estuvo al frente de la Intendencia 
de Hacienda de La Habana desde 1825 a 1851. Durante este largo período dejó su cargo en 
dos ocasiones. La primera, durante el año 18}9, en que se desarrollaron los trabajos de la lla-
mada Comisión Regia, y, en segundo lugar, entre 1841-1843, coincidiendo en la isla con el 
mando del general Valdcs y con la Regencia de Espartero en la península. Un seguimiento 
de este personaje, en C. Saiz Pasror (1990). 
2» AHN, Ultramar. Icg. 618. 
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dientes de pago libranzas por un importe superior a los 5 millones de pesos 
«y al mal estado en que se hallan las transacciones comerciales, único y 
exclusivo elemento vital de este país... por mi parte como siempre, prestaré 
una muy eficaz colaboración a todo cuanto se me encomiende dirigido al 
mejor servicio de la Nación»^'. 
Las palabras de Martínez de PiniUos reflejaban la práctica de la política 
colonial española, que primaba la utilización de los recursos públicos de la 
colonia a disposición de las necesidades financieras de la metrópoli. Esto no 
significaba, sin embargo, que los ingresos procedentes de las colonias se 
convirtiesen en la principal fuente de los recursos de la Hacienda nacional. 
Antes bien, y como ha demostrado F. Comín, entre 1834 y 1842, las reme-
sas de Ultramar y los giros sobre las posesiones americanas aportaron la 
mitad de lo que las colonias contribuían al presupuesto de la Hacienda 
metropolitana a principios de siglo^°. Así, pues, y aunque los giros de 
Ultramar tuvieron una importancia relativa en los ingresos de la Hacienda 
española, por el contrario, representaban un porcentaje muy elevado de los 
gastos del tesoro cubano. Esto reafirmaba la configuración de la Hacienda 
colonial como una fuente de recursos financieros para el maltrecho erario 
español, y era especialmente visible en aquellas situaciones en que los pro-
blemas presupuestarios del Estado empeoraban, como ocurrió durante la 
guerra carlista. 
Pero el caso de las letras giradas sobre La Habana a cuenta de los antici-
pos no fue el único procedimiento utilizado por la metrópoli para servirse 
de los recursos públicos de la colonia. La contribución extraordinaria de 
guerra sobre Ultramar, aprobada por las Cortes españolas el 30 de enero de 
1838, perseguía los mismos objetivos. Esta medida se aplicaba en un 
momento en que las necesidades de la guerra carlista obligaron, por prime-
ra vez, a incluir a los territorios antillanos en una contribución extraordi-
naria y obligatoria y fijaba una cuota de 50 y 10 millones de reales de 
vellón sobre Cuba y Puerto Rico, respectivamente. 
De esta manera era la isla de Cuba la que soportaba prácticamente el 
grueso de la contribución, que se había calculado para las dos colonias utili-
zando el indicador de la recaudación fiscal. Ahora bien, de los 60 millones 
que tenían que aportar las dos islas, más del 60 por 100 debía salir del pro-
ducto de la venta de los bienes eclesiásticos; con lo que el proceso de des-
amortización emprendido por Mendizábal en la península se trasladaba 
igualmente a Ultramar''^ También en este caso existía una desproporción 
^'> AHN, Ultramar, leg. 630. 
"' F. Comín (1988), pp. 114-116. También, F. Comín (1990), pp. 45, 48-49-
-" «Proyecto de ley presentado por el Sr. Ministro de Hacienda para levantar el subsidio 
extraordinario de guerra en las islas de Cuba y Puerto Rico» y «Dictamen de la Comisión». 
DSCD, Legislatura 1837-38, fols. 311-312 y 429-430. 
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entre los bienes de la Iglesia de las dos Antillas. Mientras que en Puerto 
Rico los bienes del clero regular se calculaban en 180.000 pesos, en Cuba se 
tasaron en más de 6 millones de pesos^^, lo que significaba que esta última 
isla tenía que aportar la mayor cantidad. En cualquier caso, los intendentes 
de Hacienda de las colonias eran los responsables de iniciar el proceso y de 
reunir la suma fijada en el subsidio a través de este y otros medios. 
Es evidente que la aplicación de la desamortización en América, 
siguiendo el ejemplo peninsular, tenía un fin prioritario en el que seguían 
estando presentes las necesidades de financiación de la Hacienda española. 
A diferencia de lo que estaba ocurriendo en España, donde la desamortiza-
ción se concibió ante todo como un proceso de transferencia de la tierra a 
manos de empresarios y, en definitiva, como una vía de desarrollo capitalis-
ta^^, en las colonias su propuesta respondió exclusivamente a la finalidad 
recaudatoria del Estado. 
Las necesidades financieras de la metrópoli eran tan perentorias que, al 
mismo tiempo que se comunicaba a las autoridades de las dos islas el pro-
yecto de contribución, se incluía la orden de conseguir un anticipo «a inte-
rés moderado, que había de ser reintegrado con los productos del subsidio, 
y cuyo objeto sería hacer frente a los giros que se viese precisado el gobier-
no a ejecutar»^''. Martínez de Pinillos, como máximo responsable de la 
Hacienda colonial, era el encargado de cumplir la orden. Por eso, en el mes 
de julio de 1838, a poco de hacerse público en la isla la comunicación del 
proyecto de contribución, se notificaba la realización de un empréstito de 
un millón de duros para hacer frente a los giros sobre los productos del 
subsidio. El empréstito, a dos años y con un interés del 25 por 100 anual, 
hipotecaba los ingresos que se obtuviesen en la recaudación de la contribu-
ción extraordinaria, los productos de los bienes de los regulares, las fincas 
disponibles de la Real Hacienda y el capital del Banco de Femando VIL La 
operación se cerraba en agosto con la suma de 400.000 pesos; lo que signi-
ficaba la fría acogida dispensada en la isla a la contribución y confirmaba las 
dificultades de Villanueva de conseguir numerario. Por las mismas fechas, 
también se aprobaba en La Habana una serie de arbitrios sobre el comercio 
exterior, que, junto a los productos de la desamortización, era el procedi-
miento utilizado en reunir el cupo fijado en la contribución, satisfacer los 
intereses de demora de las letras que ya se habían girado por este concepto, 
además de la devolución del empréstito emitido y sus intereses. Para ello se 
presupuestaba el producto de los nuevos recargos sobre las Aduanas en más 
de un millón de pesos fuertes anuales-". 
" A. Hernández (1987), pp. 132-137. 
" J. Fontana (1974). 
""^ Presupuesto de gastos (1840), p. 55. 
''' Ihidem. 
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El nombramiento de una Comisión Regia-^*^ en 1839 para agilizar la recau-
dación del subsidio y los trámites de venta de los bienes eclesiásticos no 
pudo evitar los magros resultados de la contribución extraordinaria. Los 
datos facilitados desde Ultramar eran suficientemente significativos cuan-
do, en marzo de 1839, de un total de 3 millones de pesos que debían recau-
darse, apenas se habían ingresado 600.000^^. 
Qué duda cabe que fueron los resultados de la venta de los bienes 
desamortizados lo que influyó en este balance. Si en Puerto Rico la enaje-
nación se hubiese practicado en el plazo previsto, hubiera supuesto la 
recaudación total del cupo asignado a esa isla^ **. En Cuba, los ingresos pro-
cedentes de la desamortización de los bienes de regulares durante un corto 
plazo de tiempo podían haber mejorado el balance contable del subsidio en 
1839, pero en ningún caso haber servido para cubrir totalmente el cupo de 
la Gran Antilla. Cinco años más tarde, el total del importe de las fincas 
vendidas durante ese período sólo alcanzaba los 300.000 pesos. En cuanto a 
los ingresos procedentes de los productos de los bienes de regulares que 
aún quedaban bajo la Administración pública, ascendían a 130.000 pesos, 
aunque el líquido disponible se reducía a 30.000 pesos, después de descon-
tarse los gastos de administración. Estos datos animaban a afirmar a la 
Contaduría General y Administración de Fincas de La Habana: «que esta 
cantidad —30.000 pesos— no se corresponde a la halagüeña idea que se 
había formado de la riqueza de estas comunidades; pero que tampoco pre-
senta un déficit contra el Estado como pudiera colegirse en el último infor-
me... no cabe duda de que si el Estado no ha conseguido con la supresión 
de los regulares todas las riquezas que la fantasía del vulgo exageraba des-
mesuradamente no dejará, sin embargo, de reportar con el tiempo sumas de 
alguna consideración»-'''. 
El objetivo de conseguir con la desamortización en Ultramar fabulosas 
sumas fue un fracaso. La desamortización colonial, proyectada exclusiva-
mente como un instrumento de recaudación fiscal, no tuvo el efecto desea-
do en ninguna de las dos islas. Los motivos de este fracaso, que se sustenta-
ron en parte en el retraimiento de los compradores, están aún por valorarse 
en toda su amplitud; aunque no puede ser la negativa de los habitantes del 
Caribe a adquirir tierras de la Iglesia una razón de suficiente peso por sí 
sola para explicar este fenómeno'*". La causa habría que buscarla tanto en 
las elevadas tasaciones en que salieron a la venta estos bienes, incluso en 
'^' Sobre los trabajos de la Comisión y su intencionalidad en el ramo fiscal, véase C. Saiz 
Pastor (1990). 
" AHN, Ultramar, leg. 2044. 
3» A. Hernández (1987), p. 131. 
•" Informe fiscal (1845), Apéndice documental, pp. 95-96. 
"" A. Hernández (1987), pp. 139-140. 
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algunos casos por encima de su valor real, como en la ausencia de ciertas 
facilidades para adquirir los bienes incautados, a diferencia del procedi-
miento utilizado en la península de canjear títulos de la deuda pública por 
bienes desamortizados; modalidad que no se aplicó en los territorios colo-
niales. 
En cualquier caso, y aunque los resultados de la contribución extraordi-
naria no fueron los esperados, el gobierno metropolitano consolidó duran-
te estos años la práctica de una política colonial que utilizó los recursos 
públicos de la colonia a favor de los intereses metropolitanos. 
CONCLUSIONES 
Durante la fase de consolidación del liberalismo y el fracaso del absolu-
tismo se perfilan las principales líneas de actuación de la política colonial 
española hasta bien avanzado el siglo XIX. En este período, ios problemas 
presupuestarios del Estado condicionaron la práctica colonial adaptándola a 
los intereses más inmediatos de la política interna. Así, los problemas de 
financiación y la necesidad de consolidar el régimen liberal, aun después del 
final de la guerra carlista y el triunfo sobre el absolutismo, se convierten en 
las principales dificultades a sortear por los liberales españoles. La práctica 
de una política colonial que primaba la utilización de los recursos públicos 
de la colonia a disposición de las necesidades financieras de la metrópoli 
fue la respuesta concreta a unas circunstancias particulares como las de la 
economía española, que padecía un importante déficit fiscal. 
La relación existente entre Hacienda y política colonial no significó, sin 
embargo, la solución a los problemas presupuestarios peninsulares. Los 
auténticos beneficiarios del negocio de los anticipos en libranzas de Ultra-
mar fueron un grupo reducido de inversionistas, ligados a los entresijos del 
poder político, y que negociaban con estos títulos por su alta rentabilidad y 
amortización. Por el contrario, las repercusiones de esta política al otro 
lado del Atlántico se tradujo en un progresivo e imparable endeudamiento 
de la Hacienda colonial. El ctiollo Claudio Martínez de Pinillos, superin-
tendente de Hacienda, fue durante la primera mitad del siglo el administra-
dor en la colonia de esta explotación y, también, el mantenedor del clima 
de tolerancia entre la sacarocracia y los gobiernos de Madrid; pese a la con-
tinuación del régimen militar y autoritario, supuestamente repudiado por 
los criollos. 
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